FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA/ Tutelante no intervino en la acción popular objeto de la queja ni dijo actuar como agente oficioso
“Surge de las anteriores pruebas, que el aquí accionante carece de legitimación por activa ya que al no haber intervenido como parte en las referidas acciones populares, no puede haber sido sujeto de ninguna violación a sus derechos fundamentales.

Además el señor Javier Elías Arias Idárraga no dijo actuar en representación de Leandro Giraldo, quien al fungir como actor popular, es el directo interesado en esos procesos judiciales y si a alguien se causa algún perjuicio con el rechazo de las demandas por falta de competencia, es precisamente a él. Tampoco expresó que actuara como su agente oficioso, ni que el supuesto afectado se encontrara impedido para ejercer su propia defensa.”
VULNERACIÓN DEL DERECHO/ Deber de alegar y demostrar la situación fáctica que la origina
“Respecto de la solicitud de tutela contra el Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre, se negará el amparo. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre las acciones de tutela que por medio de esta providencia se resuelven.”
Cita: Corte Constitucional sentencias T-464 de 2013 y SU-377 de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, abril quince (15) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 170 del 15 de abril de 2016
        REF: Expedientes Nos. 
66001-22-13-000-2016-00403-00

66001-22-13-000-2016-00406-00

Se deciden en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a las que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales (sic) se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre.

1.2 El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira decidió rechazar las acciones populares que instauró, radicadas bajo los Nos. 2015-01390 y 2015-01464; frente a esa determinación interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación para que las demandas se tramitaran en esta ciudad que corresponde al domicilio de la entidad accionada, pues escogió la competencia a prevención.
1.3 En la acción popular consignó que el domicilio
 era la ciudad de Pereira; el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección, como tampoco considerar que la demanda debe intentarse en el domicilio principal de la accionada.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita: a) se ordene al juzgado accionado admitir y tramitar las acciones populares que propuso, en el domicilio de la demandada, a prevención o conceder los recursos de apelación que interpuso contra los autos que rechazaron su demandas; b) dar trámite a la tutela frente a la Defensora de Pueblo en Caldas, a fin de determinar si viola la Ley 734 de 2002; y c) de prosperar la acción, se haga extensivo el fallo a todas las acciones populares donde la accionada haya actuado igual, a fin de evitar tutelas por separado; es decir, por celeridad y economía procesal.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 5 de marzo se admitieron las acciones de tutela en trámite acumulado y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de los Bancos demandados en los procesos en los que considera el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esa actuación y de los hechos en que se sustentó el amparo, las demandas fueron rechazadas y por ende dichas entidades aún no han concurrido a esos procesos.

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda expuso que la inconformidad del accionante está referida a un presunto actuar contrario a la Ley por parte del Juzgado que conoció de las acciones populares instauradas y que en el evento de demostrarse lo afirmado por el accionante prosperaría la presente acción, situación que lo releva de mayores comentarios. Trae a colación los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, los que transcribe. Solicita su desvinculación del trámite.

2.2 La Procuradora Regional de Risaralda refirió que con ocasión de las acciones populares instauradas por el señor Javier Elías Arias Idárraga, se han designado diferentes profesionales de esa entidad para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998. Respecto del objeto de la acción de tutela, dijo que la situación planteada es ajena al Ministerio Público, entidad que procederá a ejercer su función de control cuando el proceso esté en la etapa de pacto de cumplimiento. Por tanto solicitó su desvinculación del trámite.

2.3 El Municipio de Pereira, por medio de apoderado, solicitó negar el amparo porque frente a la entidad que representa existe falta de legitimación en la causa por pasiva y no está llamada a responder por la posible vulneración de los derechos referidos por el actor, máxime que los hechos de las demandas involucran exclusivamente al juzgado accionado.
2.4 La Secretaria del Juzgado Segundo Civil del Circuito señaló que en las acciones populares de que trata la presente tutela, el auto de 17 de marzo de este año quedó ejecutoriado, al no haber sido recurrido por las partes. 

Con posterioridad remitió certificación en la que indicó que las acciones populares 2015-01390 y 2015-01464 fueron instauradas por Leandro Giraldo y que revisados ambos expedientes, el señor Javier Elías Arias Idárraga “no ha actuado como parte demandante o coadyuvante en las mismas”.  
2.5 La Defensora del Pueblo Regional Caldas refirió que designó un abogado adscrito al área administrativa de esa Defensoría para asesorar al señor Arias Idárraga en materia de acciones constitucionales y en relación con su seguridad personal; fue así como ese mismo funcionario presentó en el mes de agosto de 2014 acción de tutela contra diferentes entidades para obtener la protección de sus derechos con ocasión a los supuestos actos de persecución de los que era objeto, la que fue negada porque las demandadas acreditaron que según el estudio de seguridad realizado, el actor no tenía riesgo alguno; además lo ha representado ante diferentes entidades, a las cuales ha acudido para presentar denuncias contra funcionarios públicos que no han accedido a sus pretensiones.

Seguidamente señaló que el 26 de marzo de 2015, el citado accionante le elevó petición para que le suministrara impresora, tinta, papel y defensores para redactar 10.000 acciones populares; como quiera que esa Defensoría no maneja recursos propios, se corrió traslado de esa solicitud a la Secretaría General. Esta respondió que por razones presupuestales no podía acceder a la misma pero que sí se le podría brindar orientación jurídica, a pesar de que se sabe que él “conoce al dedillo todo el procedimiento tanto de acciones populares como de acciones de tutela”; frente a esa contestación, el demandante requirió a esa Defensoría para que presentara tutela contra ella misma con el fin de que le brindaran los referidos insumos.

Indicó que ante la gran cantidad de acciones constitucionales que el accionante ha presentado, la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante diferentes providencias, solicitó a esa Defensoría agotar las gestiones necesarias para que por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses Seccional Caldas se le practique un examen de habilidad mental para determinar su “estado de capacidad de discernimiento para ejercer de forma autónoma sus derechos individuales”, sin que aún se haya podido practicar por las razones que explica.

Finalmente citó jurisprudencia en relación con la acción de tutela temeraria.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación  ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación que sea aceptable, como acreditando que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportando el respectivo poder para obrar y  de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. 

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional
:

“39. El punto uno es la legitimación por activa.  Para desarrollarlo es importante resaltar que la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre” (CP art. 86).  No es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre.  El tercero debe sin embargo tener una de las siguientes calidades: (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso, o (iii) Defensor del Pueblo o personero municipal.
 En específico: (i) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo.
 (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los mismos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Dcto 2591 de 1991 art. 10). (iii) El Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso.

3.- Las pruebas documentales allegadas en el proceso y que obran en este cuaderno
, acreditan los siguientes hechos:

a.- El señor Leandro Giraldo formuló acciones populares contra Bancolombia, sucursales en las ciudades de Plato, Magdalena y Zipaquirá, Cundinamarca.

b.- Por autos del 19 de enero pasado, el Juzgado Segundo Civil del Circuito local decidió rechazarlas por falta de competencia territorial y ordenó remitirlas al reparto de los Juzgados Civiles del Circuito de las ciudades de Zipaquirá y Plato. 

c.- Frente a esas determinaciones el demandante interpuso recursos de reposición y en subsidio apelación.

d.- Mediante proveídos del 17 de marzo último decidió el juzgado rechazar los recursos formulados por encontrarlos improcedentes y dilatorios de conformidad con el numeral 2º del artículo 38 del Código de Procedimiento Civil y además por falta de sustentación según lo establecido en los artículos 348 y 352 ídem.

e.- Respecto de estas últimas determinaciones el accionante no interpuso recurso alguno
.

f.- Según la constancia incorporada por la Secretaria del Juzgado demandado, el señor Javier Elías Arias Idárraga no ha actuado en esos procesos ni como demandante ni el calidad de coadyuvante
.

 
4.- Surge de las anteriores pruebas, que el aquí accionante carece de legitimación por activa ya que al no haber intervenido como parte en las referidas acciones populares, no puede haber sido sujeto de ninguna violación a sus derechos fundamentales.

Además el señor Javier Elías Arias Idárraga no dijo actuar en representación de Leandro Giraldo, quien al fungir como actor popular, es el directo interesado en esos procesos judiciales y si a alguien se causa algún perjuicio con el rechazo de las demandas por falta de competencia, es precisamente a él. Tampoco expresó que actuara como su agente oficioso, ni que el supuesto afectado se encontrara impedido para ejercer su propia defensa. 

No hay entonces cómo deducir que el citado tutelante esté legitimado para solicitar el amparo de sus propios derechos ni de los del señor Leandro Giraldo.
Así las cosas, al ser la legitimación un requisito de procedibilidad de la tutela, la presente será declarada improcedente, siguiendo de cerca lo señalado por la Corte Constitucional, que ha dicho
:

“La Corte Constitucional se ha referido a la legitimación en la causa como un requisito de procedibilidad de la acción de tutela, en los siguientes términos
:

 

“La legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de fondo porque otorga a las partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito de las pretensiones del actor y las razones de la oposición por el demandado, mediante sentencia favorable o desfavorable. Es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de dicha calidad o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente declararse inhibido para fallar el caso de fondo.
 

La legitimación por activa es requisito de procedibilidad. Esta exigencia significa que el derecho para cuya protección se interpone la acción sea un derecho fundamental propio del demandante y no de otra persona…Adicionalmente, la legitimación en la causa como requisito de procedibilidad exige la presencia de un nexo de causalidad entre la vulneración de los derechos del demandante, y la acción u omisión de la autoridad o el particular demandado, vínculo sin el cual la tutela se torna improcedente.”
5.- Respecto de la solicitud de tutela contra el Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre, se negará el amparo. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre las acciones de tutela que por medio de esta providencia se resuelven.
6.- Tal como lo solicita el citado señor, se le enviará copia de este fallo a su correo electrónico y se ordenará, a su costa, expedirle copia de todo lo actuado. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, el Procurador y el Defensor del Pueblo, estos últimos de la Regional Risaralda.

SEGUNDO.- Negar la petición elevada con el fin de dar trámite a la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas.

TERCERO.- Enviar al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, expídasele copia de toda la actuación.

CUARTO.- Notificar esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� No dice de quién


� Sentencia SU377 de 2014





� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991: “[l]a acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí mismo o a través de representantes. Los poderes se presumirán auténticos. || También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. […] También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.





� Sentencia T-531 de 2002 (MP. Eduardo Montealegre Lynett). En esa ocasión, la Corte negó la acción de tutela interpuesta por una persona, entre otras razones porque no tenía la condición de apoderado judicial. Para sostener ese punto, señaló que el apoderamiento judicial sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.


� Auto 030 de 1996 (MP. Jorge Arango Mejía). Según la Carta el Ministerio Público debe ser ejercido, entre otros, “por los personeros municipales” (CP art. 118). A los personeros les corresponde, como parte del Ministerio Público, la “guarda y promoción de los derechos humanos” (ídem). Para cumplir esos fines, el Decreto 2591 de 1991 les confirió legitimidad para instaurar acciones de tutela a nombre de otras personas, si estas se lo solicitan. Además, dejó abierta la posibilidad de que el Defensor del Pueblo ratificara esa posibilidad, mediante la delegación en los personeros de la facultad que la Constitución directamente le asigna, y tal es la razón por la cual el artículo 49 autorizó a cada personero municipal para interponer acciones de tutela, “por delegación expresa del Defensor del Pueblo”. Esa delegación expresa –ha dicho la Corte- se surtió mediante la Resolución 001 de 1992, expedida por el Defensor del Pueblo, mediante la cual ésta última autoridad delegó en los Personeros Municipales de todo el país “la facultad para  interponer acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o se encuentre en situación de indefensión”.


� Folios 10 a 25


� Folios 12, 24 y 26


� Folio 54.


� Sentencia T-464 de 2013


� T-928 de noviembre 9 de 2012, M. P. María Victoria Calle Correa.
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